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AL EXCELENTISIMO SEÑOR PRESIDENTE


DEL SENADO


DON SERGIO ROMERO PIZARRO


PRESENTE


Santiago, seis de enero de mil novecientos noventa y ocho.





VISTOS Y CONSIDERANDO:








	1º. Que por oficio Nº 11.856, de 16 de diciembre de 1997, complementado por el oficio Nº 11.879, de 29 de diciembre de 1997, el Honorable Senado ha enviado el proyecto de ley, aprobado por el Congreso Nacional, que modifica el régimen jurídico aplicable al sector de servicios sanitarios, a fin de que este Tribunal, e conformidad a lo dispuesto en el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política de la República, ejerza el control de constitucionalidad respecto de los ARTICULOS PRIMERO, Nº 8; TERCERO Nº 14, y NOVENO del mismo;





	2º. Que el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política establece que es atribución de este Tribunal: “Ejercer el control de la constitucionalidad de las leyes orgánicas constitucionales antes de su promulgación y de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución”;





	3º. Que el artículo 38 de la Constitución Política señala:





	“Artículo 38.- Una ley orgánica constitucional determinará la organización básica de la Administración Pública, garantizará la carrera funcionaria y los principios de carácter técnico y profesional en que deba fundarse, y asegurará tanto la igualdad de oportunidades de ingreso a ella como la capacitación y el perfeccionamiento de sus integrantes.





	Cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la Administración del Estado, de sus organismos o de las municipalidades, podrá reclamar ante los tribunales que determine la ley, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiere afectar al funcionario que hubiere causado el daño.”;





	4º. Que, el artículo 74 de la Carta Fundamental establece:





	“Artículo 74.- Una ley orgánica constitucional determinará la organización y atribuciones de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la República. La misma ley señalará las calidades que respectivamente deban tener los jueces y el número de años que deban haber ejercido la profesión de abogado las personas que fueren nombradas ministros de Corte o jueces letrados.





	La ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales sólo podrá ser modificada oyendo previamente a la Corte Suprema.”;





	5º. Que los artículos 87 y 88 de la Constitución disponen:





	“Artículo 87.- Un organismo autónomo con el nombre de Contraloría General de la República ejercerá el control de la legalidad de los actos de la Administración, fiscalizará el ingreso y la inversión de los fondos del Fisco, de las municipalidades y de los demás organismos y servicios que determinen las leyes; examinará y juzgará las cuentas de las personas que tengan a su cargo bienes de esas entidades; llevará la contabilidad general de la Nación, y desempeñará las demás funciones que le encomiende la ley orgánica constitucional respectiva.





	El Contralor General de la República será designado por el Presidente de la República con acuerdo del Senado adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, será inamovible en su cargo y cesará en él al cumplir 75 años de edad.”





	“Artículo 88.- En el ejercicio de la función de control de legalidad, el Contralor General tomará razón de los decretos y resoluciones que, en conformidad a la ley, deben tramitarse por la Contraloría o representará la ilegalidad de que puedan adolecer; pero deberá darles curso cuando, a pesar de su representación, el Presidente de la República insista con la firma de todos sus Ministros, caso en el cual deberá enviar copia de los respectivos decretos a la Cámara de Diputados.





	En ningún caso dará curso a los decretos de gastos que excedan el límite señalado en la Constitución y remitirá copia íntegra de los antecedentes a la misma Cámara.





	Corresponderá, asimismo, al Contralor General de la República tomar razón de los decretos con fuerza de ley, debiendo representarlos cuando ellos excedan o contravengan la ley delegatoria o sean contrarios a la Constitución.





	Si la representación tuviere lugar con respecto a un decreto con fuerza de ley, a un decreto promulgatorio de una ley o de una reforma constitucional por apartarse del texto aprobado, o a un decreto o resolución por ser contrario a la Constitución, el Presidente de la República no tendrá la facultad de insistir, y en caso de no conformarse con la representación de la Contraloría deberá remitir los antecedentes al Tribunal Constitucional dentro del plazo de diez días, a fin de que éste resuelva la controversia.





	En lo demás, la organización, el funcionamiento y las atribuciones de la Contraloría General de la República serán materia de una ley orgánica constitucional.”;





	6º. Que las normas sometidas a control constitucional prescriben:





	“ARTICULO PRIMERO.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 382, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas:





	8.- Agrégase, a continuación del artículo 12º el siguiente artículo 12º A:





	“Artículo 12º A.- Presentada la solicitud de concesión y con el único fin de resguardar la coherencia entre los límites del área de concesión y las áreas de expansión urbana definidas en el correspondiente instrumento de planificación territorial, la entidad normativa pondrá dicha solicitud en conocimiento del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y de las respectivas municipalidades quienes deberán, en el plazo de sesenta días, emitir un informe con las observaciones que sean procedentes. En caso que no lo hicieren se entenderá que no tienen observaciones. Lo anterior, sin perjuicio de las responsabilidades que se puedan derivar. Lo dispuesto en este artículo no podrá significar, en modo alguno, un retraso en la tramitación de la solicitud en concesión.”





	“ARTICULO TERCERO.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.902:





	14.- Agrégase el siguiente Título VI, nuevo:





“TITULO VI


De los Recursos





	Artículo 31.- El plazo para la interposición del recurso de reposición establecido en el artículo 9º de la ley Nº 18.575, será de cinco días hábiles contado desde la notificación de la resolución reclamada y la Superintendencia dispondrá de otros diez días hábiles para resolver.





	La interposición de este recurso suspenderá el plazo para reclamar de ilegalidad cuando se trate de las materias por las cuales procede dicho recurso.





	Artículo 32.- Las personas o entidades que estimen que las resoluciones u omisiones de la Superintendencia no se ajustan a la ley, reglamentos o normas que le compete aplicar y que ello les cause perjuicio, podrán reclamar de dichos actos ante la Corte de Apelaciones de Santiago.





	La reclamación deberá interponerse dentro del plazo de quince días hábiles contado desde la notificación del acto reclamado.





	La Corte de Apelaciones dará traslado de ella por seis días hábiles a la Superintendencia, notificándole esta resolución por oficio.





	Cuando se pueda afectar la calidad o la continuidad del servicio la interposición del recurso no suspenderá los efectos del acto reclamado ni podrá la Corte decretar medida alguna con ese objeto mientras se encuentre pendiente la reclamación.





	Evacuado el traslado por la Superintendencia, o acusada la rebeldía, el tribunal ordenará traer los autos en relación y dispondrá agregar extraordinariamente la causa a la tabla del día subsiguiente, previo sorteo. La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días. Contra dicha resolución no procederá recurso alguno.”





	“ARTICULO NOVENO.- Las promociones en los cargos de carrera de las Plantas Directiva, de Profesionales, de Fiscalizadores y de Jefaturas de la Superintendencia de Servicios Sanitarios se efectuarán por concurso de oposición interno, limitado a los funcionarios de la Superintendencia que cumplan con los requisitos correspondientes.





	Estos concursos se regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del Párrafo 1º, del Título II, de la ley Nº 18.834.





	El concurso podrá ser declarado desierto por falta de postulantes idóneos, entendiéndose que existe tal circunstancia cuando ninguno alcance el puntaje mínimo definido para el respectivo concurso, procediéndose, en este caso, a proveer los cargos mediante concurso público.





	Los postulantes a un concurso tendrán derecho a reclamar ante la Contraloría General de la República en los términos del artículo 154 de la ley Nº 18.834.”;





	7º. Que, de acuerdo al considerando segundo de esta sentencia, corresponde a este Tribunal pronunciarse sobre las normas del proyecto remitido que estén comprendidas dentro de las materias que el constituyente ha reservado a una ley orgánica constitucional;





	8º. Que del análisis del nuevo artículo 12º A, que se agrega al Decreto con Fuerza de Ley Nº 382, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, Ley General de Servicios Sanitarios, por el Nº 8 del ARTICULO PRIMERO del proyecto, se desprende que la atribución que confiere a las Municipalidades no guarda directa relación con el quehacer inherente y consustancial a dichas instituciones que les ha asignado la Constitución Política, al disponer, en su artículo 107, inciso segundo, que su finalidad es “satisfacer las necesidades de la comunidad local y asegurar su participación en el progreso económico, social y cultural de la comuna”, y, en consecuencia, no puede ser calificada de esencial;





	9º. Que, por lo tanto, el precepto aludido en el considerando anterior sometido a control de constitucionalidad, no es propio de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades a que se refieren los artículos 107, 108, 109 y 111 de la Carta Fundamental;





	10º. Que, las disposiciones contempladas en el nuevo artículo 31, agregado a la ley Nº 18.902, que regula la Superintendencia de Servicios Sanitarios, por el Nº 14 del ARTICULO TERCERO del proyecto sometido a control no son propias de ley orgánica constitucional, según se desprende de la interpretación que deriva de su texto, de la naturaleza de las leyes orgánicas constitucionales dentro de nuestra normativa jurídica y del espíritu del constituyente al incorporarlas a nuestra Carta Fundamental;





	11º. Que, las normas contempladas en el nuevo artículo 32, agregado a la Ley Nº 18.902, que regula la Superintendencia de Servicios Sanitarios, por el Nº 14 del ARTICULO TERCERO del proyecto sometido a control, son propias de la ley orgánica constitucional indicada en el artículo 74 de la Constitución Política de la República;





	12º. Que las normas contempladas en el ARTICULO NOVENO del proyecto remitido son propias de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado y de la Ley Orgánica Constitucional de Contraloría General de la República, contempladas en los artículos 38 y 87 y 88 de la Constitución Política de la República, respectivamente;





	13º. Que las disposiciones a que hacen referencia los considerandos 11º y 12º, precedentes, no son contrarias a la Constitución Política de la República;





	14º. Que consta de autos que se ha oído previamente a la Corte Suprema de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 74 de la Constitución Política;





	15º. Que consta, asimismo, de autos, que las disposiciones sometidas a control de constitucionalidad han sido aprobadas en ambas Cámaras del Congreso Nacional con las mayorías requeridas por el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política.





	Y, VISTOS, lo dispuesto en los artículos 38, 63, 74, 82, Nº 1º, 87, 88, 107, 108, 109 y 111 de la Constitución Política de la República, y lo prescrito en los artículos 34 al 37 de la Ley Nº 17.997, de 1981, Orgánica Constitucional de este Tribunal,





	SE DECLARA:





	1. Que las normas contempladas en el nuevo artículo 32, agregado a la Ley Nº 18.902, por el Nº 14 del ARTICULO TERCERO y en el ARTICULO NOVENO del proyecto sometido a control, son constitucionales.





	2. Que el Tribunal no se pronuncia sobre las disposiciones contenidas en el nuevo artículo 12º A, que se agrega al Decreto con Fuerza de Ley Nº 382, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, por el Nº 8 del ARTICULO PRIMERO y en el nuevo artículo 31, agregado a la Ley Nº 18.902, por el Nº 14 del ARTICULO TERCERO, ambos del proyecto sometido a control, por no ser propias de ley orgánica constitucional.





	Devuélvase el proyecto al Honorable Senado, rubricado en cada una de sus hojas por el Secretario del Tribunal, oficiándose. Regístrese, déjese fotocopia del proyecto y archívese. Rol Nº 270.











